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l. INTRODUCCIÓN: LAS RESPONSABILIDADES FAMILIARES EN LA PROTECCIÓN 
POR DESEMPLEO 
Tradicionalmente, la protecoon frente al desempleo se ha caracterizado por su fuerte 
subjetivación. Si repasamos los rasgos básicos de la situación protegida 1, éstos giran en torno a la 
figura del trabajador desempleado, su deseo de trabajar y la imposibilidad fáctica de poder hacerlo. 
Aunque en otro tipo de prestaciones la existencia de una relación familiar resulta un elemento 
relevante a la hora de establecer lo que se ha venido a denominar como "relación juridica de 
previsión"2, esto no ocurre en el desempleo, centrado en asegurar una adecuada cobertura social 
de los individuos frente al fenómeno del paro. 
Sin embargo, el proceso de progresiva asistencialización del desempleo3, por lo demás un 
fenómeno que no afecta únicamente a esta forma de protección, ha propiciado que las 
responsabilidades familiares sean cada vez más frecuentemente tenidas en cuenta a los efectos de 
propiciar la protección frente al paro. En este sentido, las circunstancias en que se encuentra la 
familia actúan en un doble plano. En algunas ocasiones, las menos, son el elemento determinante 
de que se otorgue o prolongue la protección. Sólo porque se tienen en cuenta las especiales 
circunstancias en las que se encuentra el núcleo familiar del que el desempleado forma parte, el 
sistema realiza una excepción, ampliando la cobertura. En otras, las que más, las circunstancias 
familiares actúan como elemento modulador de la protección que se dispensa, incrementando su 
intensidad en consideración a las cargas adicionales que la familia implica. 
Esta incorporación de la familia a la protección frente al desempleo genera una serie de 
fricciones entre aquella naturaleza esencialmente subjetiva sobre la que se construye el desempleo y 
este carácter colectivo o de pertenencia a un grupo que la familia supone. Esta contradicción se ve 
agudizada por la tendencia general de requerir al trabajador desempleado unas mayores exigencias 
en lo que hace a su propia reinserción laboral4. El sistema le exige cada vez más al sujeto, a la vez 
que incorpora elementos que están fuera del alcance de su mano (al menos completamente), como 
son los que tienen que ver con la familia. 
En este marco contradictorio, el presente trabajo aborda el papel de la familia en lo que hace a 
la configuración de la protección frente al desempleo en nuestro país. Para ello, en el próximo 
apartado abordaremos cómo impacta la familia en la configuración juridica de cada uno de los 
niveles de protección y cerraremos el estudio con unas breves conclusiones de carácter 
propositivo. 
1 DEL\ VILB GIL, L. E.; DESDENTADO BONETE, A., Manual de seguridad social, Aranzadi, Pamplona, 1979, pp. 587-590. 
2 PERSL\NI, M., El sistemajuridico de la Previsión Social, Centro de Formación y Perfeccionamiento de Funcionarios, 1965, 
pp. 247-248. 
3 MONEREO PÉREZ,J. L., El sistema de protección por desempleo en España, Tirant lo Blanch, Valencia, 1997, pp. 179-783. 
4 DUMONT, D., "Pour ou contre l'activation des chómeurs? Une analyse critique du débat", Revue de Droit Social, 3, 2010. 
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II. LAS CIRCUNSTANCIAS FAMILIARES COMO ELEMENTO CONFIGURADOR DE 
LA PROTECCIÓN POR DESEMPLEO 
A la hora de analizar el modo en que las circunstancias familiares inciden en la protección 
dispensada por el sistema, es preciso tener en cuenta dos elementos básicos. De una parte, la 
tradicional distinción entre protección contributiva y asistencial. De otra, las principales 
manifestaciones en que tal protección cristaliza, como los requisitos de acceso, la duración y la 
cuantia de las prestaciones. 
Comenzando por el nivel contributivo, lo cierto es que el art. 269 LGSS no hace mención 
alguna a las circunstancias familiares cuando regula la duración de la prestación por desempleo. No 
ocurre lo mismo en el caso de la cuantia. Así el art. 270.3 LGSS dispone, en relación a la cuantía 
máxima y minima, que la primera «será del 17 5 por ciento del indicador público de rentas de 
efectos múltiples, salvo cuando el trabajador tenga uno o más hijos a su cargo, en cuyo caso la 
cuantia será, respectivamente, del 200 por ciento o del 225 por ciento de dicho indicador. La 
cuantia mínima de la prestación por desempleo será del 107 por ciento o del 80 por ciento del 
indicador público en rentas de efectos múltiples, según que el trabajador tenga o no, 
respectivamente, hijos a su cargo.». Adicionalmente, aunque con naturaleza muy puntual, el art. 
271. e) LGSS exceptúa de la regla general de suspensión del derecho a prestación en caso de 
privación de libertad a quien «tuviese responsabilidades familiares y no disfrutara de renta familiar 
alguna cuya cuantia exceda del salario mínimo interprofesional.»5 
En el caso del nivel asistencial, nos encontramos con las circunstancias familiares en los 
requisitos de acceso, pero únicamente en lo que hace al llamado subsidio de continuación (art. 
274.1 LGSS) y el subsidio contributivo (art. 274.3LGSS); en la duración, pero solamente en 
relación al subsidio contributivo (art. 277.2 a) LGSS) y en lo que hace a las causas de suspensión y 
extinción del derecho (art. 279 LGSS). 
Por último, también podríamos incluir la Renta Activa de Inserción (RAI) y la protección 
extraordinaria frente al desempleo, planes extraordinarios 6 y subsidio extraordinario, puesto que 
aunque no hacen referencia a las responsabilidades familiares propiamente dichas, sí emplean la 
noción próxima de renta familiar, fundamentalmente en lo que hace a los requisitos de acceso7• 
1. LA PRESTACIÓN CONTRIBUTIVA YLOS "HIJOS A CARGO" 
Como ya hemos tenido ocasión de adelantar, dejando a un lado el supuesto excepcional del 
art. 271.1 e) LGSS, en el nivel contributivo, la principal manifestación de las circunstancias 
familiares tiene que ver con la adaptación de las cuantias máximas y mínimas cuando se tienen 
hijos a cargo. Conforme a lo dispuesto en el art. 4.3 del RD 625/1985 8, se entienden por hijos a 
cargo del trabajador los que cumplan tres requisitos: 1) los que sean menores de 26 años o 
mayores incapacitados en grado igual o superior al 33 %, 2) convivan con el beneficiario y 3) 
carezcan de rentas de cualquier naturaleza superiores al SMI (y no al IPREM), excluidas las pagas 
extraordinarias. No obstante, no se exige la convivencia si existe obligación de alimentos en virtud 
de convenio o resolución judicial o declaración de que sostiene económicamente al hijo, sin 
perjuicio de que con posterioridad y a requerimiento de la entidad gestora, deba aportar la 
5 STS de 10 diciembre 2012. RJ 2013\1094 
6 Sobre este concepto, véase PÉREZ DEL PRADO, D., "Los planes extraordinarios de empleo y crisis económica: entre la 
necesidad y la reconstrucción de las políticas pasivas de empleo en España", en Cabeza Pereiro, J., Femández Pro!, F. 
(eds.) Políticas de empleo, 2013. 
' Aún podria incluirse el subsidio especial agrario, que tiene en cuenta el número de integrantes de la unidad familiar a 
efectos modular el requisito de carencia de rentas y la prolongación de la duración. Arts. 2 y 5 del Real Decreto 
426/2003, de 11 de abril, por el que se regula la renta agraria para los trabajadores eventuales incluidos en el Régimen 
Especial Agrario de la Seguridad Social residentes en las Comunidades Autónomas de Andalucía y Extremadura (BOE 
12/04/2003 núm. 88). El carácter especial de este subsidio y las limitaciones de espacio impiden que pueda ser 
abordado con detalle, por más que muchas de las conclusiones de este estudio sean extrapolables también a éste. 
8 BOE 07/05/1985, núm. 109. 
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oportuna documentación que lo acredite9. Por lo que hace a la carencia de rentas, se presume su 
existencia cuando no realicen trabajo por cuenta propia o, se realicen trabajos por cuenta ajena 
cuya retribución sea igual o inferior al SMI, sin perjuicio de que en dichos supuestos la entidad 
gestora pueda solicitar la acreditación de inexistencia de otras fuentes de ingresos. Durante la 
percepción de la prestación las cuantías máximas y mínimas se adaptarán en cada momento al 
incremento o disminución de hijos 10• 
Teniendo en cuenta la naturaleza jurídica del contributivo, esta sensibilidad de la prestación a 
las cargas familiares resulta, a priori, sorprendente. En efecto, uno de sus rasgos caracterizadores 
del nivel contributivo es precisamente el que el grado de protección y, en especial, la cuantía de la 
prestación, viene determinada por las aportaciones económicas del sujeto protegido anterior a la 
materialización de la contingencia 11 • En este sentido, se ha dicho que el nivel contributivo muestra 
una mayor sensibilidad a la posición económica del trabajador precisamente porque toma en 
consideración la renta salarial previa a la situación de desempleo 12, frente a la escasa adaptación de 
las prestaciones de carácter asistencial. Esto tiene que ver con la distinta función que cumplen uno 
y otros niveles de protección, a saber, la sustitución de las rentas dejadas de percibir y la cobertura 
de las necesidades económicas del trabajador en relación con su subsistencia. 
Así las cosas, desde el plano formal, no habría necesidad de adaptar la cuantía de la prestación 
contributiva a las necesidades familiares, pues su función no incluye esta circunstancia, sino 
únicamente la ya mencionada sustitución de las rentas de activo. Si además tenemos en cuenta que, 
en el plano práctico, la cuantía de las prestaciones suele ser bastante más elevada que la de los 
subsidios, entonces podemos presuponer que, para la mayor parte de los casos, las necesidades del 
núcleo familiar que cubrían las rentas de activo se verán razonablemente cubiertas por la 
prestación. 
Lo que ocurre es que, como también es de sobre conocido, el principio de contributividad se 
encuentra modulado por el de solidaridad, que rompe con tal característica básica de esta forma de 
protección, mediante, entre otros mecanismos, la imposición de cuantías máximas y minimas, que 
permiten que quienes menos contribuyen reciban una cantidad razonable e impiden que quienes 
más cotizan, sin embargo, reciban exactamente su aportación, de tal forma que el sobrante pueda 
nutrir la financiación del conjunto del sistema en beneficio del resto de asegurados. 
Es en este contexto de ruptura de las características propias del nivel contributivo de 
protección en el que puede justificarse la inclusión de una regla, como es la adaptación a las 
circunstancias familiares, más propia del nivel asistencial. El resultado de la medida es que quien 
tenga un hijo a cargo percibirá como máximo 1.254,96 euros al mes, mientras que tenga dos o más 
recibirá 1.411,83 euros al mes 13 (frente a los 1.098,09 euros si no se tienen hijos), teniendo en 
ambos casos garantizado que no se recibirá menos de 671,40 euros al mes 14. Teniendo en cuenta 
que el salario medio en España alcanza la cifra de 1.654,02 euros al mes y el salario más frecuente 
asciende a 1.178,38 euros al mes 1S, la medida estaría beneficiando a los que tienen unas bases 
9 MARTIN GALLO, A., "La protección a la familia en materia de desempleo", Aranzadi social, 5, 2003, pp. 1377-1406. 
10 Además, este criterio ha sido interpretado de forma flexible. En un supuesto en que el trabajador desempleado tenía 
dos nietas menores, huérfanas, a su cargo, se entendió aplicable el tope del 220 %, como si se tratara de <<hijos a cargo>> 
STS 13 de junio de 1998 (RJ 1998, 5257). 
11 GoNZÁLEZ ORTEGA, S., "La protección por desempleo", Relaciones Laborales, vol. II, 1993, pp. 326-327. 
12 PÉREZ DEL PRADO, D., Prestación por desempleo: intensidad, duración y control, Lex Nova - Thomson Reuters, Valladolid, 
2014, p. 125. 
13 Por cieno que, a este respecto, se ha criticado que esta adaptación de la cuanóa máxima y mínima no tenga en cuenta a 
las familias numerosas. LCELMO MILL\N, M.A., "Desempleo y familia", &vista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, 54, 
2004, p. 17. 
14 La Disposición adicional centésima décima novena de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2018 (en adelante, LPGE 2018 -BOE 04-07-2018, N°. 161-) ha fijado el IPREM mensual para 2018 
, en 537.84 euros, que es la misma cantidad que el año anterior. 
15 INE, Encuesta Anual de Estructura Salarial (EAES). Año 2016. 
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reguladoras en torno y por encima de la media, entre 1.568,07 euros al mes y 2.019.9 euros 16• Esto 
supone que alrededor de una quinta parte del total de trabajadores podría ver incrementadas sus 
cuantías máximas en caso de tener hijos, puesto que el 26,3 % de éstos cobra entre dos y tres veces 
el SMI (entre 1.471,8 y 2.207,7 euros al mes) 17. 
Por consiguiente, en torno a un 20 % del total de trabajadores pueden ver compensada la 
limitación que experimentan sus prestaciones en virtud del principio de solidaridad mediante el 
incremento de su prestación por tener hijos a cargo. Además, se trata de trabajadores con ingresos 
entorno y por encima de la media, que tendrán garantizadas unas prestaciones por encima del 
salario más frecuente. Hasta ahora al legislador le ha parecido razonable compensar a este 
colectivo en los términos expuestos. 
Sin embargo, si se da por válido este argumento, que las limitaciones en el principio de 
contributividad autorizan compensaciones en función de las circunstancias familiares, entonces, tal 
tipo de compensaciones podrían aplicarse a otros casos en los que tales limitaciones también se 
producen. 
El más claro y general es del porcentaje aplicable a la base reguladora. Conforme a lo 
dispuesto en el art. 270.1 y 2 LGSS, la cuantía de la prestación resulta de aplicar un determinado 
porcentaje a la base reguladora formada por el promedio de la base de cotización por dicha 
contingencia durante los últimos 180 dias. Estos porcentajes son variables a lo largo del tiempo, en 
concreto, del 70 % durante los ciento ochenta primeros dias y del 50 % a partir del ciento ochenta 
y uno, y tienen como fmalidad evitar que el desempleado se acomode en su situación de paro e 
incentivarle hacia un nuevo puesto de trabajo. Dicho de otro modo, se limita la contributividad en 
aras a incentivar la búsqueda de empleo. 
Si tenemos en cuenta que, de acuerdo con los estudios realizados a nivel nacional e 
internacional, no existe evidencia empírica de que la salida hacia el empleo se acelere justo antes de 
la terminación (o reducción) de la prestación 18, entonces sería perfectamente posible adaptar la 
cuantía de la prestación en atención a las circunstancias familiares sobre la base de los mismos 
argumentos que sirven ahora para hacerlo con las cuantías máximas y mínimas. 
2. LOS SUBSIDIOS POR DESEMPLEO Y LAS "RESPONSABILIDADES FAMILIARES" 
El campo de acción propio de las circunstancias familiares es la protección de naturaleza 
asistencial. Como hemos señalado antes, este tipo de protección tiene como objetivo la cobertura 
de las necesidades económicas del trabajador en relación con su subsistencia, en las que se puede 
englobar perfectamente las de su núcleo familiar. En particular, dos son los elementos de la 
protección susceptibles de modularse en atención a las circunstancias familiares, la cuantía y, 
también, la duración de los subsidios. Como vamos a ver inmediatamente, la protección asistencial 
en nuestro país únicamente ha hecho uso de la segunda, si bien también se refiere a las 
circunstancias familiares en los requisitos y en las causas de suspensión y extinción de los 
subsidios. 
16 Si la cuanúa de la prestación resulta, conforme al art. 270.2 LGSS, de aplicar a la base reguladora los siguientes 
porcentajes del 70 por ciento durante los ciento ochenta primeros días y del 50 por ciento a partir del día ciento 
ochenta y uno, el incremento de las cuantías máximas (CM) beneficia a los que tienen bases reguladoras por encima de 
la máxima sin hijos (CM= BR x 0,7; BR = 1.098,09/0,7, donde BR es la base reguladora y 0,7 es el porcentaje durante 
los primeros 180 días) y por debajo de la base reguladora para la cuantía máxima con dos hijos (BR = 1.411,83 / 0,7) 
" INE, Encuesta Anual de Estructura Salarial (EAES). Año 2016. 
18 NARENDR.'\JHTH:\N, W.; STEWART, M.B., "How does the benefit effect vary as unemployment spells lengthen?", 
Journal of Applied Econometrics, vol. 8, No. 4, 1993, pp. 361-381.MICKLEWRIGHT,J.; N"'\GY, G., "Linving Standards and 
Incentives in Transition: the Implications of Unemployment Insurance Exhaustion in Hungary", Journal of Public 
Economics, No. 73, 1999, pp. 97-319 .. En el concreto caso de nuestro país, los estudios han encontrado evidencia de que 
la tasa de salida hacia el empleo se acelera justo antes de la expiración de la prestación, si bien las investigaciones más 
recientes parecen circunscribir este fenómeno al retomo a la misma empresa, pero no en el salto de una cantidad a otra. 
TOI-L'\RL'\ CORTÉS, L; ARR.'\NZ, J. M.; G"'\RCÍA SERR.'\NO, C.; HERN.'\NZ, V., El sistema español de protección por desempleo: 
equidad, eficiencia;perspectivas, Secretaria de Estado de la Seguridad Social, Madrid, 2009, pp. 225-227. 
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A) Las circunstancias familiares como "responsabilidades familiares" 
Las circunstancias familiares son tomadas en cuenta en el nivel asistencial de protección a 
través del concepto "responsabilidades familiares", que es definido en el art. 275.3 y 4 LGSS, «a los 
efectos de lo previsto en el artículo anterioo>, esto es, en relación a los requisitos de acceso de cada 
uno de los subsidios. Dos consecuencias pueden extraerse ya de esta simple mención. De una 
parte, que el tratamiento de las circunstancias familiares no es homogéneo entre niveles de 
protección pues, como vamos a ver, a pesar de las semejanzas, las diferencias son muy notables 
entre los "hijos a cargo" y las "responsabilidades familiares". De otra, que cuando el legislador 
define las "responsabilidades familiares" está pensando fundamentalmente en que se trata de un 
requisito (barrera) de acceso, por más que pueda aprovecharse en relación a otros elementos de su 
régimen juridico. 
Este requisito, como el resto, ha de concurrir no sólo en el momento del hecho causante, sino 
también en el momento de su solicitud y durante todo el tiempo de disfrute del subsidio, así como 
en el momento de solicitud de sus prórrogas y reanudaciones, salvo en el supuesto de hijos que 
nazcan dentro de los 300 dias siguientes al hecho causante19. 
Pero, ¿en qué consisten las "responsabilidades familiares"? Según el art. 275.3 LGSS se 
consideran como tales tener a cargo al cónyuge, hijos menores de 26 años20, así como mayores 
incapacitados, e incluso menores acogidos21 , siempre que la renta de la unidad familiar en su 
conjunto, incluido el solicitante, dividida entre el número de sus miembros, no supere el 75% 
SMI, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias. Por consiguiente, dos son los 
elementos a tener en cuenta, la relación de familiaridad ("tener familiares a cargo") y la 
dependencia económica (carencia de rentas colectiva o familiar), debiéndose presentar ambos 
conjuntamente. 
Por lo que hace al primero, a pesar del tenor literal del artículo 18.3 del RD 625/1985, «ya no 
requiere en ningún caso la convivencia de los parientes con el cabeza de familia, sino que lo 
verdaderamente importante es la dependencia económica>>22 . El art. 275.3 LGSS se encarga de 
definirla al señalar que «no se considerará a cargo el cónyuge, hijos [menores de veintiséis años o 
mayores incapacitados] o menores acogidos, con rentas de cualquier naturaleza superiores al 75 
por ciento del salario mínimo interprofesional, excluida la parte proporcional de dos pagas 
· extraordinarias». Luego, a sensu contrario, se entiende por familiar a cargo al cónyuge, hijo menor de 
26 años o mayor incapacitado o menores acogidos no tenga ingresos superiores a 735,90 euros 
mensuales. Nótese que la principal diferencia con el nivel contributivo es que aquí el ámbito 
subjetivo es más amplio, pues incluye al cónyuge y menores acogidos y no se exige la convivencia23 
Por lo que hace al segundo, la carencia de rentas colectiva o de la unidad familiar, una vez que 
se ha determinado que el trabajador desempleado cuenta con algún familiar a cargo, entonces hay 
que entrar a «dar solución al problema planteado desde la perspectiva familiar, tomando entonces 
en consideración todos los ingresos y todas las personas integrantes de la misma para poder llegar 
a determinar si la familia en su conjunto se halla en la situación de necesidad protegida 
contemplada por el precepto»24• De esta forma, se exige que la suma de ingresos de la unidad 
19 Art. 18.2 del RD 625/1985. 
20 Incluidos los hijos del otro cónyuge que convivan con el interesado (STS 23 septiembre de 1997 -RJ 1997, 6848)). 
21 Aunque esta mención no aparece en la prestación contributiva, la doctrina la entiende extrapolable. DESDENT.\DO 
BONETE, A.; MERC.\DER UGUINA, J.R., El desempleo como situación protegida: (un estudio sobre los problemas de acceso a la 
protección en el nivel rontributivo y en el asistencial), Civitas, Madrid, 1996, p. 136. 
22 STS de 3 de mayo de 2000 (RJ 2000, 6619). En el mismo sentido: STS 30 mayo 2000, (RJ 2000, 5893); STS 27 julio 
2000, (RJ 2000, 6639); STS 25 junio 2003, (Rec. 3192, 2002). BL~ZQUEZ AGUDO, E.M., Protección por desempleo 1, Juruá 
Editot:ial, Lsboa, 2016, p. 106. 
23 En cuanto al requisito de la convivencia, no seria extensible la interpretación jurisprudencia! antes enunciada para el 
nivel asistencial, puesto que para la prestación contributiva el an. 270 LGSS no define qué se entiende por "hijos a 
cargo", por lo que se entiende que la regulación reglamentaria es plenamente válida. 
24 STS 19 de diciembre de 2000 (Rec. 1044/ 2000). 
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familiar, tanto de los que están a cargo como los que no, no supere los umbrales que hemos 
explicado más arriba25. 
Este último es un requisito muy potente, que limita el acceso al subsidio o a la modulación de 
éste en atención al nivel de ingresos de la familia. Tradicionalmente únicamente se han tenido en 
cuenta las rentas del solicitante, excluyéndose del cómputo las de la unidad familiar 26. Sin embargo, 
en los últimos años, hemos asistido a un progresivo incremento de la consideración de las rentas 
familiares (renta colectiva) a efectos del disfrute de determinados subsidios, ya sea directamente, ya 
sea a través de este requisito de las responsabilidades familiares. 
Esta tendencia trae causa de un debate ciertamente interesante27, el de la contraposición de las 
exigencias propias de la protección por desempleo en su vertiente de política de empleo y, en 
particular, los deberes relativos a la búsqueda de empleo, que es de naturaleza individual; y el de la 
consideración del núcleo familiar a los efectos de la verificación de la situación de necesidad, que 
tiene carácter colectivo, de tal suerte que si el núcleo familiar no se encuentra en situación de 
necesidad, el desempleado no accederá a la protección asistencial por desempleo. Así, mientras que 
es al trabajador desempleado al que se le exigen (cada vez más) una serie de contraprestaciones a 
cambio de protección Oa obligación de inscripción, de firma del compromiso de actividad, de 
búsqueda de un empleo, de asistencia a determinados tipos de formación, etc.), paralelamente se 
introducen otros elementos que nada tienen que ver con la tradicional consideración individual de 
la protección por desempleo. El leitmotiv subyacente de la incorporación de las rentas colectivas 
es que la protección asistencial por desempleo ha de circunscribirse a los casos más graves, 
trasladando la cobertura de la contingencia por desempleo a la familia en los casos en los que 
cuenten con ingresos suficientes para el sostenimiento de todos sus integrantes. Sobre esto 
volveremos más adelante. 
Al margen de lo anterior, el encaje jurídico de las responsabilidades familiares se produce de 
forma mucho más natural en relación con la duración y cuantía de los subsidios que en los 
requisitos de acceso. A su estudio dedicamos el siguiente apartado. 
B) La incidencia en la duración y el silencio en la cuan tia 
Como decíamos, el ámbito natural de incidencia de las circunstancias familiares, 
responsabilidades familiares conforme a la LGSS, es de los elementos configuradores de la 
intensidad de la protección por desempleo y, en particular, la cuantía y duración de los subsidios. 
Por lo que hace al primero, el nivel asistencial de protección por desempleo en España se 
caracteriza por su extraordinaria rigidez en lo que hace a la consideración de las circunstancias 
familiares. Esto no solamente supone una anomalía respecto de estos otros modelos comparados, 
en los que lógicamente la cuantía se adapta a las necesidades del núcleo familiar, sino que contrasta 
con la tendencia, del lado de los requisitos de acceso, a tener en cuenta las rentas familiares en lo 
que hace a la causación del subsidio, a la que acabamos de hacer mención. En efecto, desaparecido 
el subsidio especial para mayores de 45 años (antiguo art. 217.2 LGSS-94), hoy la cuantía general 
de los subsidios por desempleo (el 80% del IPREM) no experimenta alteración alguna en función 
de las responsabilidades familiares. 
Idéntica cuantía general se establece para la RAI, sin que se prevea modulación alguna por las 
circunstancias personales o familiares 28; el Programa temporal de protección por desempleo e 
25 La STSJ Madrid 17 de marzo de 2014 (JUR 2014, 107605) entiende que en la renta de los integrantes de la unidad 
familiar deben incluirse además las pagas extra. 
26 SSTS 18 de julio de 1994 (RJ 1994, 7054) y 13 de noviembre de 1997 (RJ 1997, 8311). 
" Una interesante reflexión sobre esta contradicción puede encontrarse en C\BEZA PEREIRO, J., "El nuevo régimen 
juridico del desempleo", en Desempleo: XIV Congreso Nacional de Demcho del Trabajo y de la Seguridad Social, Subdirección 
General de Información Administrativa y Publicaciones, 2004, pp. 583-660. 
28 An. 4 RD. 1369/2006, de 24 de noviembre, por el que se regula el programa de renta activa de inserción para 
desempleados con especiales necesidades económicas y dificultad para encontrar empleo (BOE 05-12-2006, N°. 290-
( ... ) 
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inserción (PRODI)29; el Programa de Activación para el Empleo (P AE) 30; y el subsidio 
extraordinario por desempleo31 • 
La única excepción a esta regla general es el Programa de recualificación profesional de las 
personas que agoten su protección por desempleo (PREPARA), que prevé que en el caso de que el 
beneficiario tenga a cargo en el momento de la solicitud, al menos, a tres miembros de la unidad 
familiar, la ayuda será equivalente al 85 % del IPREM, considerándose como familiar a cargo al 
cónyuge y 1 o hijos menores de 26 años, o mayores con una discapacidad en grado igual o superior 
al 33 por ciento o menores acogidos, y que carezcan individualmente de rentas propias superiores 
al 75 %32. Para el resto de beneficiarios, la ayuda se rebaja, sin embargo, al 75 % del mismo 
indicador. 
De esta forma puede concluirse que la intensidad de la protección de nuestro nivel asistencial, 
RAI y programas extraordinarios muestra una fuerte rigidez en cuanto a las circunstancias 
personales o familiares del trabajador desempleado, lo que afecta de una forma decisiva a la 
equidad del sistema. Esto tiene especial significación si se tiene en cuenta que España se 
caracteriza por un déficit de políticas sociales de apoyo a la familia en comparación con otros 
países europeos, por lo que los subsidios por desempleo ocupan el lugar que en estos otros 
modelos ocupan tales tipos de políticas. 
En lo que hace al segundo, la duración de los subsidios, el panorama es distinto, pues, como 
vamos a ver, las responsabilidades familiares tienen un papel muy activo. A efectos de clarificar la 
explicación, conviene distinguir según subsidios y 1 o subniveles de protección. 
Comenzando por los subsidios previstos en la LGSS, las responsabilidades familiares afectan a 
la duración de los subsidios de prolongación de la cobertura (art. 277.1 LGSS) y al subsidio 
contributivo (art. 277.2 LGSS). En los subsidios asistenciales puros la duración no está influida por 
las responsabilidades familiares, pues serán seis meses prorrogables, por períodos semestrales, 
hasta un máximo de dieciocho meses (art. 277.1 LGSS). En el caso del subsidio de mayores de 55 
años, tampoco tiene incidencia puesto que se extiende, como máximo, hasta que el trabajador 
alcance la edad que le permita acceder a la pensión contributiva de jubilación, en cualquiera de sus 
modalidades (art. 277.3 LGSS). Esto no quiere decir que las responsabilidades familiares no tengan 
incidencia alguna en estos subsidios, sino que lo hacen por otras vias distintas a la duración. 
Por lo que hace al primer caso, los subsidios de prolongación, los elementos clave a la hora de 
determinar la duración del subsidio son, por este orden, la tenencia o no de responsabilidades 
familiares y la edad. De esta forma, el primero de los requisitos da lugar a la entrada en un 
determinado ámbito de protección en lo que hace a la duración y, a partir de ese momento, en 
combinación con el de la edad, se concreta la duración de la prórroga en la protección. La 
duración de la prestación extinguida también es una variable moduladora de la duración del 
subsidio, pero, a diferencia de los anteriores, no tiene un carácter general o vertebrador, sino que, 
como vamos a ver, únicamente incide en una parte de los supuestos posibles. Por ello, se puede 
hablar, en el primer caso, de criterios generales de determinación de la duración, mientras que en 
este segundo nos encontraríamos ante uno de naturaleza especial. 
en adelante RD. 1369/2006-). Para el estudio en profundidad, ESTEBAN LEGARRETA, R, La renta activa de inserción, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2006. 
29 An. 5 del Real Decreto-ley 10/2009, de 13 de agosto, por el que se regula el programa temporal de protección por 
desempleo e inserción (BOE 15-08-2009, núm. 197). 
30 An. 7 del Real Decreto-ley 16/2014, de 19 de diciembre, por el que se regula el Programa de Activación para el 
Empleo (BOE 20-12-2014, núm. 307). 
31 de la disposición adicional vigésima séptima.5 b) LGSS, añadida por la disposición final cuadragésirna.Cinco de la 
LPGE 2018. 
32 An. 1.5 del Real Decreto-ley 14/2017, de 6 de octubre, por el que se aprueba la reactivación extraordinaria y por 
tiempo limitado del programa de recualificación profesional de las personas que agoten su protección por desempleo 
(BOE 7-10-2017, núm. 242). La variación de la cuantia en función de las responsabilidades familiares fue intrOducida 
por el RDL. 23/2012. 
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Así las combinaciones posibles son las siguientes. En un primer bloque se encontrarían: a.l) si 
se carecen de responsabilidades familiares y se es menor de 45 años, entonces no existe previsión 
de subsidio alguno, por lo que agotado el contributivo, se estará desprotegido frente al desempleo 
(salvo que el sujeto pudiera ser objeto de protección por otros subsidios asistenciales, la RAI o un 
programa extraordinario); a.2) si no se ostentan responsabilidades familiares pero se es mayor de 
45 años, en tal caso se otorga un subsidio de seis meses «improrrogables». 
En un segundo bloque, relativo a trabajadores desempleados con responsabilidades familiares, 
podemos distinguir: b.l) si es mayor de 45 años y ha agotado una prestación previa de menos de 
ciento veinte dias, tendrán un subsidio de hasta dieciocho meses; b.2) si en idénticas circunstancias, 
la prestación agotada fuera mayor de ciento veinte días, se extenderá el subsidio hasta los 
veinticuatro meses; b.3) si también en idéntico caso, la prestación agotada es al menos de ciento 
ochenta días, el subsidio se podrá prorrogar hasta los treinta meses; b.4) si el trabajador es menor 
de 45 años y ha agotado una prestación de al menos de ciento ochenta días, se podrá acceder a un 
subsidio de hasta veinticuatro meses; b.5) por último, en idénticas circunstancias de edad, si la 
prestación anterior fue de menos de ciento ochenta días, entonces se aplica la regla general, por lo 
que el subsidio podrá llegar a alcanzar hasta dieciocho meses. 
De lo dicho hasta aquí destacan tres reflexiones. La primera de ellas se refiere a la amalgama 
de submodalidades, unas previstas expresamente y otras por deducción sensu contrario, en que se 
subdividen el subsidio de prolongación de la protección33. La segunda se centra en la falta de 
coherencia interna entre la regulación prevista para la duración de la prestación y a la relativa a los 
subsidios, de la que esta modalidad es el máximo exponente (34). La última, que es la más 
importante a los efectos de lo que aquí nos ocupa, conecta con los requisitos utilizados para la 
configuración de su duración, las responsabilidades familiares y la edad, con una cierta 
predominancia de la primera respecto de la segunda, pues es la que determina el acceso a las 
duraciones más generosas. 
Por lo que hace al subsidio contributivo, de nuevo las responsabilidades familiares juegan un 
papel relevante, si bien en este caso la edad no tiene incidencia alguna. Así, en el caso de que se 
tengan cargas familiares, la duración se establece en función de los meses cotizados, en una escala 
que va desde los tres meses a los cinco con equivalentes días de cotización y, a partir del sexto y 
hasta el undécimo (con doce se podría acceder a la prestación contributiva), se tendría derecho a 
21 meses de prestación. Por el contrario, en caso de que se carezcan de responsabilidades 
familiares, y como ocurría en el subsidio de prolongación, la duración será de seis meses 
«improrrogables». Además, las cotizaciones empleadas para el nacimiento de este subsidio no 
podrán ser tenidas en cuenta para el reconocimiento de un futuro derecho de nivel contributivo. 
Teniendo en cuenta esta naturaleza cuasi-contributiva35 o mixta36, sorprende que se haga 
depender únicamente la duración de un subsidio asistencial de la cotización previa y que, a la vez, 
se mantengan los requisitos típicos de este nivel de protección y, en particular, la cuantía de la 
prestación, que en este caso no se hace depender de la cotización, ni, como vimos, de ningún otro 
elemento. De esta forma, ni se opta por la vía contributiva en todos sus elementos clave, pues si se 
exige como requisito para el acceso una cotización previa, ésta, a su vez, debería determinar en 
33 Lo que no es más que una muestra de la fuerte complejidad interna que caracteriza a este nivel de protección. 
ESCUDERO RODRÍGUEZ, R., "La protección del desempleo: su polémico carácter contributivo y su adecuación a los 
trabajadores con empleo atipico", en Debates sobre el empleo en E.rpaña, 1992, Ministerio de Trabajo y de Seguridad Social, 
p. 89. 
34 Mientras que en aquélla la relación entre cotización y duración se establece en días, en el nivel asistencial todo lo 
relativo a la duración se fija en meses, incluida la modalidad de prolongación que, como acabamos de señalar, se remite 
a la duración de la prestación en días, pero fija la duración del subsidío en meses. Pareceria lógico que en aras a una 
mayor congruencia interna se optara por una única variable común, que serian los días. 
' 3 Frecuentemente criticada y que le han llevado a ser denominado como una prestación «de baja calidad>> MONEREO 
PÉREZ,J. L., El sistema de protección por desempleo en España, cit., p. 172. 
36 GONZALEZ ÜRTEG.~, S., "La protección por desempleo", cit., pp. 336-347. 
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todo o en parte su cuanúa y duración37; ni se recorre la de la asistencial, pues las responsabilidades 
familiares debieran jugar, especialmente y quizá en mayor medida que en la duración, en la cuanúa 
del subsidio. 
C) Las "responsabilidades familiares" como requisito de acceso y mantenimiento 
La última área de incidencia de las responsabilidades familiares en la configuración de los 
subsidios por desempleo es el de los requisitos de acceso (art. 274.1 y 3 LGSS) y las causas de 
suspensión y extinción (art. 279 LGSS), que al fin y al cabo determinan su mantenimiento. 
En lo que hace a lo primero, las responsabilidades familiares son expresamente mencionadas 
en lo que hace al acceso a los subsidios de prolongación de la cobertura (art. 274.1 a) y b) LGSS) y 
al (art. 274.3 LGSS). De su lectura, podria pensarse que estamos ante meros elementos 
graduadores de la protección dispensada, en particular en lo que respecta a su duración, tal y como 
tuvimos ocasión de analizar. Sin embargo, un análisis detenido enseguida nos muestra que nos 
encontramos también ante exigencias cuyo cumplimiento dan pie al acceso al subsidio. 
En efecto, a priori el sistema dispensa protección a quienes hubieran agotado la prestación o 
hayan cotizado un número determinado de meses (cumpliendo los restantes requisitos), ya 
ostenten o no responsabilidades familiares. Sin embargo, dentro del grupo de los que carecen de 
responsabilidades familiares, no todos van a estar protegidos, pues el precepto advierte que 
tendrán derecho a subsidio únicamente los mayores de 45 años o que hayan cotizado al menos 6 
meses. 
En el primer caso, es la edad avanzada del trabajador (y las dificultades de encontrar un puesto 
de trabajo en tales circunstancias) la que explica que se abra una excepción al supuesto anterior, 
permitiéndose que se pueda mantener la protección frente al paro que el sistema dispensa, aun 
cuando no se ostenten responsabilidades familiares38. En el segundo, se abre la posibilidad de 
acceder al subsidio contributivo a todos los que cumplan los requisitos generales de acceso a los 
subsidios, aunque se les exige algo más de cotización. En ambos, cabe preguntarse si las 
responsabilidades familiares actúan como requisito flexibilizador del acceso, pues permiten 
conservar la cobertura con independencia de la edad o acceder a ella con un menor número de 
meses cotizados; o si tiene una entidad jurídica suficiente como para calificar el subsidio. 
Para poder responder a esta pregunta, podemos utilizar dos tipos de elementos diferentes. Por 
una parte, el origen histórico de esta regulación. Por otra, la presencia de este requisito en otros 
aspectos regulatorios (normativa relativa al mantenimiento de los subsidios) y en otras fórmulas de 
protección (programas extraordinarios). 
Comenzando por lo primero, el origen histórico39 del concepto "responsabilidades familiares" 
se encuentra en art. 25.1 a) de la Ley 51/1980, de 8 de octubre, básica de empleo40. En ese 
momento, la importancia de este requisito es tal, que califica a uno de los dos subsidios que 
entonces se crearon: el subsidio de responsabilidades familiares (apartado a), frente al de 
emigrantes retornados (apartado b)). Posteriormente, la Ley 31/1984, de 2 de agosto, de 
protección por desempleo41 amplía el conjunto de subsidios y, por lo que aquí respecta, da al 
subsidio de responsabilidades familiares un carácter bifronte, pues se puede acceder a él porque se 
haya agotado la prestación o porque no se reúna la carencia necesaria para causarla. Esta 
diversificación no impidió a la doctrina seguir calificándolo como "subsidio de responsabilidades 
37 AL\RCÓN C~R.~CUEL, M.R., "El desempleo: niveles de protección, régimen de prestaciones", en Comentarios a la nue11a 
legislación laboral, Tecnos, Madrid, 1985, p. 251. 
38 En el mismo sentido similar COLUDO G.\RCÍ.\, L.; PIQUER.\S PIQL'ER.\S, M. C., El subsidio por de.rempleo: un estudio del 
nivel asistencial de protección, Trona, Madrid, 1997, pp. 78-85. 
39 SOUTO PRIETO, J., "Protección por desempleo en el nivel asistencial: Beneficiarios. Responsabilidades familiares", 
Cuadernos de derecho judicial, lO, 1996, pp. 14-21. 
40 BOE de 17 de octubre de 1980, núm. 250. 
41 BOE de 4 de agosto de 1984, núm. 186. 
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familiares", si bien con dos modalidades42. No obstante, ya en aquel momento hubo quien planteó 
dudas en torno al llamado subsidio contributivo, pues entendían que se trataba más de un susidio 
de disfrute ex ante de un subsidio posterior, en cualquiera de sus modalidades, que de un subsidio 
por responsabilidades familiares propiamente dicho43. 
Posteriormente los subsidios se han venido ampliando desde el punto de vista subjetivo hasta 
alcanzar el estadio anteriormente enunciado. Así las cosas, el subsidio originario de 
responsabilidades familiares puede disfrutarse hoy aún cuando no se tengan, si es mayor de 45 
años; el subsidio contributivo, tampoco requiere necesariamente este requisito para su disfrute. 
De otra parte, el segundo de los elementos a que hicimos referencia tiene que ver con el 
empleo de las responsabilidades familiares en otros ámbitos de regulación. Dentro de lo que 
expresamente menciona la LGSS, el art. 279 establece que la inexistencia de responsabilidades 
familiares por tiempo inferior o superior a los 12 meses produce la suspensión o extinción de los 
subsidios respectivamente. En este sentido, las responsabilidades familiares no solamente son 
causa de acceso, sino también de mantenimiento de la cobertura, cuya desaparición coyuntural o 
permanente deriva en la suspensión o extinción de los subsidios. Sin embargo, al margen de esto, 
poco más nos aportan este precepto en lo que hace a la significación jurídica de las 
responsabilidades familiares. 
Cuestión distinta es el caso de la protección extraordinaria. La disposición adicional vigésima 
séptima LGSS establece entre los requisitos de acceso al subsidio extraordinario «carecer de rentas, 
de cualquier naturaleza, superiores en cómputo mensual al 7 5 por ciento del salario mínimo 
interprofesional, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias, y acreditar 
responsabilidades familiares», que son definidas por remisión a lo dispuesto en el art. 275 LGSS. 
Idéntica regulación se establecía en el PAE (art. 2 f) RD-Ley 16/2014), PREPARA (art. 1.2 b) Real 
Decreto-ley 14/2017)44. 
Como puede comprobarse, la más reciente configuración jurídica de la protección 
extraordinaria es muy semejante al del originario subsidio de responsabilidades farniliares45. Ello es 
lógico pues ambos persiguen el mismo objetivo, el del servir de complemento a la protección 
ordinaria dispensada por el sistema. De hecho, el primer subsidio de responsabilidades familiares 
formaba parte de lo que se denominaban «prestaciones complementarias». En aquella época, los 
subsidios venian a complementar, la protección básica dispensada por la prestación. Hoy, el 
subsidio extraordinario viene a complementar la protección ordinaria del sistema, ya sea a través 
del nivel contributivo o del nivel asistencial. 
Si a todo esto le unimos la finalidad en cuanto a sujetos protegidos de cada uno de los 
subsidios, podemos concluir cuál es el panorama actual del paquete de subsidios del nivel 
asistencial en su conexión con las responsabilidades familiares. En efecto, en el momento del 
nacimiento del subsidio de "responsabilidades familiares" se le bautizó así porque la cobertura no 
se otorgaba tanto por las circunstancias personales del trabajador desempleado, como por la 
situación de su familia46, caracterización que puede mantenerse hasta nuestros días47. 
Si tenemos esto en cuenta, la incorporación de otros requisitos en el caso del subsidio 
contributivo ha provocado que las responsabilidades familiares, aun conservando una posición 
42 SOUTO PRIETO,]., ''Protección por desempleo en el nivel asistencial", cit., pp. 21-44. 
43 LóPEZ G.\NDÍA,J., "El subsidio de desempleo y las responsabilidades familiares", Actualidad laboral, 2, 1986, p. 1834. 
44 No así, la RAI (art. 2.1 d) Real Decreto 1369/2006) y el PRODI (art. 2.1 a) Real Decreto-ley 10/2009), que sigue la 
regulación del subsidio para mayores de 55 años, que vamos a abordaremos en el siguiente epígrafe. 
45 Art. 25.1 a) LBE: <dos trabajadores mayores de dieciocho años y menores de sesenta y cinco, incluidos en el Régimen 
General de Prestaciones por Desempleo, que carezcan del derecho a las mísmas por haber agotado la prestación, 
siempre que no se les haya ofrecido colocación en el plazo de los treinta días siguientes y que, careciendo de rentas de 
cualquier naturaleza superiores al salario mínimo, tengan a su cargo responsabilidades familiares>>. 
4' LóPEZ GANDÍA,J., "El subsidio de desempleo y las responsabilidades familiares", cit., p. 1834. 
4' RODRÍGUEZ PASTOR, G. E., "Subsidio por desempleo y programas rai, prepara y activación para el empleo: cómputo 
de rentas y responsabilidades familiares", en Punros m'ticos en la protección por desempleo)' el cese de la actividad autónoma, 
Thomson Reuters-Aranzadí, 2014, pp. 119-142. 
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jurídica muy destacada, no tenga hoy un papel central. Así las cosas, el objeto de protección de este 
subsidio, hoy en día, no es la familia, sino los trabajadores sometidos a alta rotación (que en 
términos generales y no técnicos podrían denominarse, para simplificar, precarios), que por sus 
condiciones de trabajo no alcanzan a gozar de la protección dispensada por el nivel contributivo. 
Tal protección se les otorga por el simple hecho de que sus carreras profesionales son cortas, 
normalmente por intermitentes, si bien el hecho de contar con responsabilidades familiares rebaja 
la barrera de entrada. Nótese que aquí las circunstancias familiares intervienen en un estadio 
posterior, secundario, frente a la relación de paridad que tenía con las cotizaciones en el momento 
de creación de este subsidio. 
Sin embargo, aún con esto, los subsidios por responsabilidades familiares en nuestro 
ordenamiento jurídico siguen siendo dos. De una parte, el originario, hoy contenido en el art. 
274.1 a) LGSS, que prorroga la protección dispensada por el sistema, a través del nivel asistencial, 
no por las circunstancias personales del trabajador desempleado48 (como ocurre con el caso del 
apartado b)). De otra, el nuevo de la disposición adicional vigésima séptima LGSS, que prolonga la 
protección dispensada por el sistema, a través de un mecanismo extraordinario, en atención 
también a las circunstancias familiares del beneficiario. Nótese que, sin estar planeado, el resultado 
de toda esta evolución es bastante coherente, pues la naturaleza jurídica de los subsidios es 
idéntica. En ambos casos se trata de subsidios de prolongación, "complementarios" utilizando la 
terminología de la LBE, pues extienden la protección entre niveles: del contributivo al asistencial y 
del asistencial al extraordinario. 
Pero si problemática ha resultado la evolución y aplicación del concepto de "responsabilidades 
familiares", más lo es aún otro más reciente y relativamente próximo, el de "rentas familiares". A 
su estudio dedícamos el siguiente apartado. 
D) La problemática aplicación de las "rentas familiares'' y su aproximación a las "responsabilidades 
familiares" 
La RAI y, en su momento, el subsidio para mayores de SS años y el PRODI, aunque no 
incluían expresamente las responsabilidades familiares entre los requisitos de acceso a la 
protección, sí aplicaban una definición de carencia de rentas que está muy próxima a lo que hemos 
estudiado como responsabilidades familiares. 
En efecto, anteriormente hemos dicho que las responsabilidades familiares se definian sobre la 
concurrencia de dos elementos: la relación de familiaridad ("tener familiares a cargo") y la 
dependencia económica (carencia de rentas colectiva o familiar). En el caso de estos subsidíos, el 
primero de estos requisitos no se exige, sino solamente el segundo. Dicho de otra forma, no se 
requiere tener familiares a cargo, pero si se tienen familiares, a cargo o no, sus rentas habrán de 
computarse a efectos de la carencia colectiva o familiar de rentas. 
Esto determina que, aunque el desempleado carezca de rentas en los términos expuestos, si 
tiene cónyuge y/ o hijos menores de 26 años, o mayores incapacitados o menores acogidos, 
únicamente se entenderá cumplido el requisito de carencia colectiva o familiar de rentas cuando la 
suma de las rentas de todos los integrantes de la unidad familiar así constituida, incluido el 
solicitante, dividída por el número de miembros que la componen, no supere el 7S % del salario 
mínimo interprofesional, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias. De esta 
forma, para una unidad familiar integrada por dos miembros, el tope máximo seria 1.103,86 euros 
mensuales, mientras que si tal unidad familiar se incrementara con un hijo menor de 26 años, la 
48 Antes del nacimiento del subsidio extraordinario, ya la doctrina rese!Yaba la denominación "subsidio por 
responsabilidades familiares" únicamente para este tipo. Ad ex. VID.\ SORL\, J., "Régimen jurídico del subsidio por 
desempleo en los casos de agotamiento de la prestación contributiva: el subsidio por «responsabilidades familiares>>", 
Cuadernos de derechopdicial, vol. XXVIII, 1993, pp. 185-202. TOSC\NI GIMÉNEZ, D., El nivel asistencial de protección por 
desempleo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, p. 52. 
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cuantía se incrementaría hasta 1.655,77 euros al mes49 (o, si se prefiere, en ambos casos, 551,93 
euros mensuales por miembro). 
Antes de analizar la problemática que las rentas familiares plantean, conviene hacer una 
advertencia en relación al subsidio para mayores de 55 años, que es probablemente el subsidio en 
el que la incorporación de este requisito ha resultado más controvertida. En la actualidad, lo cierto 
es que para causar este subsidio no es necesario contar con unas rentas familiares por integrante 
inferiores al 75% del SMI. El motivo es que la STC 61/2018, de 7 de junio50 ha declarado 
inconstitucional y nulo, entre otras, la disposición final primera del Real Decreto-ley 5/2013, de 15 
de marzo, de medidas para favorecer la continuidad de la vida laboral de los trabajadores de mayor 
edad y promover el envejecimiento activo5t, que incorporó este requisito a la LGSS. La causa nada 
tiene que ver con el contenido del requisito, sino con la norma que lo contenía. Entiende el 
Tribunal Constitucional que el mencionado Real Decreto-Ley, en relación con la norma en 
cuestión, no cumplió con las exigencias del art. 86 CE en lo que hace a la concurrencia de una 
extraordinaria y urgente necesidad. 
Aunque el actual Gobierno no parece que vaya a rescatar el mencionado requisito (más bien al 
contrario, se ha mostrado partidario de volver a la regulación previa del entonces subsidio para 
mayores de 52 años52), la reflexión en torno a si este subsidio ha de incorporar entre sus requisitos 
las rentas familiares no ha perdido vigencia. En primer lugar, porque la RAI sigue conservándolo. 
En segundo lugar, porque su desaparición de nuestro ordenamiento jurídico lo ha sido por 
motivos formales y, por tanto, nada impediría su rescate. Por último, porque conviene con carácter 
general analizar cuál es el encaje jurídico más apropiado para el requisito de las rentas familiares en 
los distintos tipos de subsidios. 
Sobre este particular ya advertimos que, aunque la consideración de las rentas familiares evita 
supuestos en los que, quedando salvaguardados los medios suficientes para la subsistencia por la 
unidad familiar (en ocasiones de forma sobrada), el trabajador podía acceder al subsidio, lo que 
parece contrario a esta forma de protección; sin rmbargo, se produce una falta de encaje completo, 
teniendo en cuenta que las prestaciones por desempleo son, con carácter general, de naturaleza 
estrictamente individual. 
Al margen de lo anterior, algunos otros argumentos deben tenerse en cuenta. En primer lugar, 
la aproximación de las responsabilidades familiares al plano meramente económico y la extensión 
de la carencia colectiva de rentas como requisito de acceso y mantenimiento de las prestaciones ha 
conllevado que las diferencias entre ambos requisitos sean hoy minimas. En todos los casos 
analizados se van a computar las rentas colectivas o familiares y, además, en algunos particulares 
Oos subsidios de prolongación y en el contributivo), se exige tener algún familiar a cargo, esto es, 
cuyas rentas no superen el 75% del SMI. 
Si la tendencia es una monetarización de las responsabilidades familiares, lo que facilita el 
cálculo y comprobación de la realidad de la situación, y, al final, todas las rentas del núcleo familiar 
van a ser computadas, no se entiende por qué en el caso de las responsabilidades familiares se le 
sigue requiriendo ese plus adicional. Quizá lo más lógico es culminar la evolución simplemente 
verificando que el conjunto de la unidad familiar depende del trabajador desempleado, esto es, 
identificando responsabilidades familiares con rentas colectivas o familiares. 
49 Disposición fmal primera del RDL. 5/2013. 
50 BOE de 7 de julio de 2018, núm. 164. 
51 BOE de 16 de marzo de 2013, núm. 65. 
52 Así lo ha hecho saber la Minístra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social al Congreso en su comparecencia de 11 de 
julio de 2018. Puede consultarse el texto íntegro en: 
htrp: / /www.congreso.es/ portal/ page/portal/ Congreso/ Congreso/Publicaciones /DiaSes /Com. Además, el principal 
partido de los que apoyan al Gobierno ha mostrado también la misma postura. Véase a este respecto su Proposición de 
Ley del grupo confedera! de Unidos Podemos -En Comú Podem -En Marea sobre protección por desempleo: 
htrp:/ /www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/BOCG/B/BOCG-12-B-244-1.PDF 
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Nótese, sin embargo, que el grado de exigencia de la configuración legal actual es máximo. La 
actual defmición de responsabilidades familiares implica verificar, de una parte, que existe algún 
sujeto en la unidad familiar que depende económicamente de otros (requisito de familiaridad) y, 
además, que esa dependencia económica lo es fundamentalmente de la persona que se encuentra 
en desempleo, lo que implica que el conjunto de la unidad familiar también depende de él. Dicho 
de otra forma, no se exige que exista un sujeto que dependa económicamente del desempleado, 
sino que lo sea fundamental o principalmente de él. La alternativa seria pensar que siempre que un 
sujeto muestra dependencia económica, lo hace respecto de su núcleo familiar, de tal forma que el 
trabajador desempleado, integrante también de tal núcleo, es responsable, en mayor o menor 
medida de tal sujeto. Frente a esta opción, como decíamos, el legislador ha optado por corroborar 
que es dependiente principalmente del beneficiario del subsidio y que el conjunto de la unidad 
familiar depende también de él. 
En segundo lugar, y en relación con lo anterior, cabe preguntarse si resulta justificado que 
dentro del concepto de responsabilidades familiares se exija la carencia colectiva de rentas o 
familiar de rentas. Como acabamos de señalar, con el requisito de la familiaridad, la norma ya está 
corroborando la existencia de una responsabilidad familiar, pues al menos existe un sujeto que 
depende económicamente de la unidad familiar. Exigir, además, que no existan otras fuentes 
principales de renta y que por tanto ese sujeto y el conjunto de la unidad familiar dependa 
económica y principalmente del potencial beneficiario no resulta incongruente, pero sitúa la 
exigencia de responsabilidades familiares en su grado máximo, pues bastaría simplemente con 
comprobar que existe un sujeto dependiente, con independencia de que lo sea en mayor o menor 
medida del beneficiario. Al fin y al cabo, en activo, el sujeto también sería dependiente del núcleo 
familiar, sus integrantes tendrían responsabilidades familiares, con independencia del peso de cada 
una de ellas. En todo caso, la exigencia de que el conjunto de la unidad familiar dependa del 
beneficiario no hace más que corroborar el fundamento último de las modalidades de subsidio que 
la lleva aparejada: de lo que se trata es de proteger a la familia, más que al trabajador desempleado. 
En tercer lugar, en relación al requisito de la carencia colectiva de rentas, la pregunta es en qué 
medida su exigencia es coherente con el conjunto de la regulación del sistema de protección por 
desempleo. Como hemos visto, esta exigencia se ha desgajado de las responsabilidades familiares 
para extenderse al subsidio para mayores de 55 años y algunos programas extraordinarios. A pesar 
de que es un requisito próximo a las responsabilidades familiares no se identifica con él, pues aqui 
no se pretende saber si el sujeto cuenta con personas a su cargo. Más bien al contrario, el 
propósito es conocer si el núcleo familiar depende del beneficiario o, en caso contrario, si la 
familia puede responsabilizarse económicamente de éste. 
Esto genera importantes problemas de encaje juridico. Por una parte, ya hemos hecho 
mención a la incongruencia que significa poner en un mismo plano un derecho de naturaleza 
especialmente subjetiva como es el desempleo con exigencias que nada tienen que ver con el 
propio sujeto. Esto únicamente es admisible en aquellas modalidades de prestaciones en las que el 
objetivo principal es la protección de la familia53 . En tales casos, resulta congruente verificar cuál 
es el nivel de rentas familiar o colectivo, pues esto no es más que la directa traslación del requisito 
general de carencia de renta a los subsidios de responsabilidades familiares. 
Pero al margen de esto, llevar esta regla a ámbitos distintos de los subsidios por 
responsabilidades familiares, implica un traslado de la responsabilidad acerca de la cobertura del 
riesgo social desde el Estado a la familia, lo cual está lejos de ser una nota característica de un 
moderno Estado del bienestar54 y de un sistema de protección por desempleo avanzado. 
53 LóPEZ G.\NDL\,j., "El subsidio de desempleo y las responsabilidades familiares", cit., pp. 1833-1836. 
54 De hecho, el origen es justo el contrario. Entre las fórmulas más antiguas de protección frente al desempleo está la 
familia. BL\SCO R..\SERO, C., La famzlia en el derecho de la seguridad social, Thomson Reuters-Aranzadi, 2003, p. 22. 
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Asimismo, también supone una descobertura de la independencia económica (mínima) del 
trabajador desempleado y también del núcleo familiar5S, pues se corre el riesgo de llevar al extremo 
las exigencias derivadas de que uno de sus miembros se encuentre en desempleo, de tal forma que 
no solamente se deteriora la situación económica del sujeto, sino también la de la familia, más allá 
de lo que resultaría necesario e imprescindible, esto es, más allá del natural impacto de la situación 
de desempleo sobre el núcleo familiar. En efecto, entender los derechos sociales en un sentido 
avanzado implica que éstos han de estar también dirigidos a garantizar una cierta independencia 
del mercado, por lo que denegar el subsidio a aquel cuyo núcleo familiar puede sustentarle implica 
limitar su propia autonomía de actuación, a la vez que se ejerce una fuerte presión sobre la del 
conjunto del núcleo familiar. 
Por último, no debemos olvidar que nos encontramos en un estadio de la protección por 
desempleo que no suele afectar precisamente a quienes mejor se encuentran, sino a quienes caen 
de forma recurrente en el paro o suelen encontrarse en riesgo de paro de la larga duración56. En 
este sentido, no parece que sean los tipos de subsidios más apropiados para establecer exigencias 
de acceso o mantenimiento más rigurosas (otra cosa es, las que tengan que ver con la reinserción 
en el mercado de trabajo). 
Así las cosas, parece que existen buenos argumentos para dotar de un tratamiento homogéneo 
a las "responsabilidades familiares" y las "rentas familiares". Si se entiende que a la luz de las 
circunstancias concurrentes en nuestro mercado de trabajo se han de mantener unos niveles de 
exigencia altos, entonces se puede optar por identificar la segunda con la primera, prescindiendo 
de la rémora histórica del familiar a cargo. Esto simplificaría la verificación y control de los 
requisitos y no supone una excesiva rebaja en las exigencias, pues al fin y al cabo se sigue exigiendo 
que el conjunto de la unidad familiar carezca de medios económicos suficientes lo que, como ya 
quedó explicado, se verifica para cada uno de sus integrantes 57. 
También para circunscribir el requisito de las responsabilidades familiares, se le dé el 
contenido que se le dé, al ámbito que le es propio, el de los subsidios de responsabilidades 
familiares, aquellos en los que la cobertura se otorga o se extiende por la situación de necesidad 
detectada en el núcleo familiar. Como hemos intentado demostrar, tal función la cumplen hoy 
únicamente el subsidio de responsabilidades familiares ordinario (art. 27 4.1 a) LGSS) y el subsidio 
de responsabilidades familiares extraordinario (disposición adicional vigésima séptima LGSS), con 
la particularidad de que en ambos casos se prolonga la cobertura en atención a dichas 
circunstancias familiares. 
Por el contrario, debería descartarse para el caso del subsidio de mayores de 55 años, pues la 
finalidad primordial de esta prestación no es la protección de la familia, sino la de un tipo de 
desempleado con especiales dificultades para retornar al empleo. Esta es la causa última de 
creación de este subsidio, lo que nada tiene que ver con las circunstancias familiares. Idénticas 
conclusiones debieran extraerse para la RAI, pues en este caso la protección se otorga en atención 
a un colectivo específico de trabajadores, los mayores de 45 años que son parados de larga 
duración, cuyas dificultades de acceso al empleo son más que obvias y, de ahi, la especial 
protección que le ha de dispensar el sistema 58. 
55 MONEREO PÉREZ, J. L., "La polírica social en el Estado del Bienestar: los derechos sociales de la ciudadanía como 
derechos de «desmercantilizacióm>", &vista de trabajo)' Seguridad S ocia!, 19, 199 5, pp. 7-46. 
56 TOI-L'\RB CORTÉS, L. Y OTROS, El sistema español de protección por de.rempleo: equidad, eficiencia y perspectivas, cit., p. 137. 
5' «Cuando la suma de las rentas de todos los integrantes de la unídad familiar así constituida, incluido el solicitante, 
dividida por el número de miembros que la componen, no supere el 75 por ciento del salario mínimo interprofesional, 
excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias>> (art. 275.2 LGSS). 
58 En los últimos años la RAI se ha convertido en un subsidio de prolongación, de ahi que su futuro vaya ligado al de 
resto de subsidios integrantes de la protección extraordinaria. }J parecer, los planes previstos son su sustitución por un 
subsidio único denominado Renta Complementaria de Desempleo (RED). Dependiendo su finalidad, las 
responsabilidades familiares y/ o renta familiar podrán jugar o no un papel destacado en su regulación. Si la cobertura se 
prolonga en atención a las circunstancias familiares del sujeto, desde luego que sí. Si por el contrario, se buscara 
proteger determinados perf¡Jes de parados sin cobertura, deberia ser excluido. 
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111. CONCLUSIONES 
A lo largo de esas pagmas hemos tenido ocaswn de reflexionar acerca de dos tipos de 
disfunciones que se producen en la confluencia de la protección por desempleo y las necesidades 
de la familia. De una parte, lo que podríamos llamar como disfunciones formales y que tienen que 
ver con el concreto encaje jurídico de las responsabilidades familiares en el seno del sistema de 
protección por desempleo. A este respecto, hemos tenido ocasión de subrayar que el tratamiento y 
la noción de responsabilidades familiares no es ni mucho menos homogéneo entre niveles de 
protección; que la intensidad de la protección de nuestro nivel asistencial, RAI y protección 
extraordinaria muestra una fuerte rigidez en cuanto a las circunstancias personales o familiares del 
trabajador desempleado; que esto no ocurre con carácter general con la duración de los subsidios, 
que ha sido la vía tradicional para tratar las circunstancias familiares desde el desempleo; que se ha 
producido una paulatina confluencia entre responsabilidades familiares y rentas familiares o 
colectivas, que no parece haber llegado aún a su estadio definitivo; que el empleo de las rentas 
familiares ha desbordado el ámbito que le es propio dando lugar a graves situaciones de 
incongruencia jurídica y, lo que es peor, de desprotección de sujetos especialmente vulnerables. 
Pero, de otra, quizá revista una mayor importancia la disfunción de fondo, que tiene que ver 
con el choque entre un tratamiento jurídico que en general mira al trabajador desempleado 
exclusivamente, el del sistema de protección por desempleo; y otro que se centra en el colectivo de 
sujetos que integran núcleo familiar, como objeto de protección, que es el propio de las políticas 
de protección de la familia. Las lógicas de uno y otro son completamente diferentes, no solamente 
por razones históricas, de objeto y fines, sino fundamentalmente porque aquél tiene una base 
fundamentalmente subjetiva, mientras que en ésta es de carácter colectivo 
En última instancia, esta disfunción trae causa de la ausencia de separación, en nuestro 
ordenamiento jurídico, entre la política de desempleo y la de protección de la familia, cumpliendo 
aquélla las funciones de ambas; y del infradesarrollo de esta última. El impulso decidido de la 
política familiar en nuestro país propiciaría una separación nítida entre estos dos tipos de política, 
sin perjuicio de la necesaria coordinación entre ellas, que permitiría conjugar mejor la toma en 
consideración de las circunstancias familiares con el carácter subjetivista de la protección frente al 
paro. 
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